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COMPETENCIA DEL SUPERIOR FUNCIONAL DEL ACCIONADO - NUMERAL 2º DEL ARTÍCULO 1º DEL DECRETO 1382 DE 2000. “[C]omo en el presente asunto el sujeto pasivo de esta acción es el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Extinción de Dominio de Pereira, Risaralda, el competente para dirimir el asunto en primera instancia -de manera exclusiva- es la SALA DE EXTINCIÓN DE DOMINIO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ a donde se ordena remitir la actuación inmediatamente, atendiendo al lo establecido en el artículo 1º numeral 2º del Decreto 1382 de 2000.”.
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ASUNTO

Mediante este pronunciamiento, la Sala define lo pertinente en relación con la competencia funcional para conocer de la presente acción de tutela instaurada por la señora Luz Stella Barrios Rodríguez en contra del Juzgado Penal del Circuito Especializado de Extinción de Dominio de Pereira, por considerar que ese despacho vulneró los derechos fundamentales al debido proceso, seguridad jurídica y vivienda digna, al proferir la sentencia el 26 de diciembre de 2016, por medio de la cual declaró la extinción del derecho de dominio a favor de la Nación sobre el inmueble ubicado en la calle 15 No.9-63 del barrio San Antonio del municipio de la Dorada, Caldas, el cual figura a su nombre.

PARA RESOLVER SE CONSIDERA

Sería del caso proceder a admitir la presente acción de tutela y darle el trámite pertinente, si no fuera porque los parámetros que permiten deducir la competencia del Juez Constitucional se encuentran regulados en el Decreto 2591 de 1991, así como también en los Decretos Reglamentarios 306 de 1991 y 1382 de 2000.  En ese orden de ideas, el Decreto 1382 de 2000 en el numeral 2 del artículo 1º dispone lo siguiente: “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. (..)”

La Corte Constitucional en Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el auto 198 del pasado 28 mayo de 2009 aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del Decreto 1382, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

Significa lo anterior, que cuando se procura el amparo constitucional contra una providencia judicial, quien tiene la obligación de asumir el conocimiento, es el superior funcional del demandado.

De la situación fáctica propuesta por el accionante, se observa que el despacho accionado es el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Extinción de Dominio de Pereira, Risaralda, el cual fue creado por la  Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura mediante el Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015 “Por el cual se crean con carácter permanente; trasladan y transforman unos despachos judiciales y cargos en todo el territorio nacional” dispuso en sus artículos 50 numeral 6º y 51 lo siguiente:

“ARTÍCULO 50.- Creación de Juzgados de Extinción de Dominio: Crear en los siguientes Distritos Judiciales, los despachos que se enuncian a continuación:  

(…)  6. Un (1) Juzgado Penal de Circuito Especializado de extinción de dominio en Pereira, conformado por Juez, un (1) cargo de Secretario, un (1) cargo de Auxiliar Judicial 2, un (1) cargo de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. (…)”

“ARTÍCULO 51.- Segunda Instancia de los procesos de extinción de dominio. La segunda instancia de los procesos de los Jueces penales del circuito especializados de extinción de dominio del territorio nacional, se debe surtir ante la Sala de Extinción de Dominio del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá.”

De acuerdo a la normativa y jurisprudencia transcritas, como en el presente asunto el sujeto pasivo de esta acción es el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Extinción de Dominio de Pereira, Risaralda, el competente para dirimir el asunto en primera instancia -de manera exclusiva- es la SALA DE EXTINCIÓN DE DOMINIO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ a donde se ordena remitir la actuación inmediatamente, atendiendo al lo establecido en el artículo 1º numeral 2º del Decreto 1382 de 2000.   

Entérese de esta determinación al accionante, para los fines consiguientes.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 

Magistrado
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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